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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 3 de 
abril de 2025, con asistencia de 
los miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, 
el siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera y 
ponente 
Sr. Herrera Campo, consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 

DICTAMEN 572/2024 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 19 de diciembre de 2024 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de resolución del 
contrato de obras de remodelación de la zona este del Hospital Veterinario 
de la Universidad de xxx1, suscrito entre la Universidad y qqqq, S.A. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 26 de diciembre de 2024, 

se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 572/2024, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia a la consejera Sra. Ares González.  

 
Primero.- El 6 de septiembre de 2023 se formalizó el contrato de 

obras de remodelación de la zona este del Hospital Veterinario de la Universidad 
de xxx1, entre dicha universidad y qqqq, S.A.  

 
La cláusula tercera del contrato señala que el plazo de ejecución será 

de tres meses desde el día siguiente a la firma del acta de comprobación de 
replanteo de la obra. 

 
Segundo.- El 18 de diciembre de 2023 la contratista solicita una 

primera prórroga de la ejecución del contrato, hasta el 5 de febrero de 2024, 
que es aceptada por la universidad el 21 de diciembre de 2023. 
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Tercero.- El 25 de enero de 2024 la contratista solicita una segunda 

prórroga, hasta el 29 de febrero de 2024, que también es aceptada por la 
universidad el 31 de enero de 2024. 

 
Cuarto.- El 12 de febrero de 2024 los directores de las obras 

presentan una solicitud de modificación del proyecto original por circunstancias 
sobrevenidas. Por ello, el 22 de marzo de 2024 se acuerda entre las partes el 
modificado del contrato ampliándose el plazo de las obras hasta el 29 de 
abril de 2024. 

 
Quinto.- El 25 de abril de 2024 se acuerda una nueva prórroga del 

contrato, hasta el 29 de mayo de 2024. 
 
Sexto.- El 23 de mayo de 2024 el director del Área de Ingeniería e 

Infraestructura informa que “los trabajos no avanzan según la planificación 
solicitada en la última prórroga de la empresa”.  

 
Séptimo.- El 5 de julio de 2024 la rectora de la universidad acuerda 

la incoación del procedimiento de resolución del contrato por la demora en el 
cumplimiento de los plazos por parte del contratista y por incumplimiento de 
la obligación principal del contrato. 
 

Octavo.- Concedido trámite de audiencia a la contratista, el 19 de julio 
de 2024 presenta alegaciones en las que se opone a la resolución contractual. 
 

Noveno.- El 25 de noviembre de 2024 la dirección de obra emite 
informe sobre las alegaciones presentadas. 

 
Décimo.- El 2 de diciembre de 2024 se formula propuesta de resolución 

del contrato por las causas expresadas en el acuerdo de inicio. 
 
Undécimo.- El 4 de diciembre de 2024 el Área Jurídica de la universidad 

informa favorablemente la propuesta de resolución del contrato. 
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 

Duodécimo.- Por acuerdo del presidente del Consejo Consultivo de 29 
de enero de 2025 se requiere a la Universidad de xxx1, con suspensión del 
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plazo para emitir el dictamen, para que se complete el expediente, en el 
sentido de incorporar a este:  

 
 a) La resolución del rector de la Universidad de xxx1 de 5 de 

junio de 2024 por la que se resuelve el contrato, toda la documentación 
relativa al procedimiento ordinario número 124/2024 seguido ante el Juzgado 
de lo Contencioso-administrativo n.º 2 de xxx2 y la resolución de 2 de julio de 
2024 por la que se revocó la citada resolución del rector de la Universidad de 
xxx1 de 5 de junio de 2024.  

 
 b) Informe en el que se indique el estado en el que se encuentra 

en la actualidad el citado procedimiento judicial y la ejecución del contrato.  
 
 c) Los requerimientos realizados al contratista durante la ejecución 

del contrato relativo al incumplimiento del plazo de finalización de la obra. 
 
El 14 de marzo de 2025 se remite la documentación requerida. 
 
Analizada la documentación complementaria solicitada se reanuda el 

plazo para la emisión del dictamen.  
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS  

 
 1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 
expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),3º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 1.e), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014 del Pleno del Consejo Consultivo de Castilla y León, por el 
que se determina la composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento de resolución contractual se regula en el artículo 

191 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público 
(LCSP), relativo al “Procedimiento de ejercicio”, que establece como trámites 
preceptivos la audiencia al contratista y, cuando se formule oposición por 
parte de éste, el dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo 
equivalente de la Comunidad Autónoma respectiva. En el mismo sentido se 
pronuncia el artículo 195.1 de la LCSP para el supuesto específico de 
“Resolución por demora y ampliación del plazo de ejecución de los contratos”. 
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Por su parte, el artículo 109.1.b) del Reglamento General de la Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas (RGLCAP) exige la audiencia al 
avalista o asegurador cuando se propone la incautación de la garantía. 

 
Estos trámites se cumplimentan en este supuesto. En particular, el 

procedimiento se inicia por resolución de la rectora de la universidad el 5 de 
julio de 2024, y la oposición de la contratista se formula en el escrito 
presentado el 19 de julio de 2024. También se ha concedido audiencia al 
avalista el 4 de julio de 2024, sin que conste la presentación de alegaciones. 
 

La competencia para acordar la resolución del contrato y determinar 
sus efectos corresponde al órgano de contratación, de acuerdo con los 
artículos 190 y 212 de la LCSP y 109 del RGLCAP.  
 

Finalmente, a la vista de las fechas del inicio del procedimiento y de la 
notificación de la propuesta de resolución y suspensión del plazo que 
resultan de los antecedentes de hecho de este informe, cabe concluir que se 
respeta el plazo máximo de duración del procedimiento de resolución del 
contrato y no se ha producido la caducidad del mismo. En este sentido, debe 
advertirse que la universidad contratante ha hecho uso de la facultad de 
suspender el procedimiento para la emisión de los informes preceptivos 
prevista en el artículo 22.1.d) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Pública. Así, 
consta que se notificó a la contratista y al avalista la suspensión del 
procedimiento acordada en la propuesta de resolución del contrato de 2 de 
diciembre de 2024 (páginas 655 a 658 del expediente). 

 
3ª.- El expediente sometido a consulta versa sobre la resolución del 

contrato de las obras de remodelación de la zona este del Hospital Veterinario 
de la Universidad de xxx1, suscrito entre dicha Universidad y qqqq, S.A. 

 
El debate de fondo se centra, en primer lugar, en el análisis de la 

concurrencia de la causa de resolución del contrato prevista en el artículo 
211.1.d) de la LCSP, esto es, “La demora en el cumplimiento de los plazos 
por parte del contratista”. 
 

El mismo precepto considera también como causa de resolución, “En 
todo caso, el retraso injustificado sobre el plan de trabajos establecido en el 
pliego o en el contrato, en cualquier actividad, por un plazo superior a un 
tercio del plazo de duración inicial del contrato, incluidas las posibles prórrogas”. 

 



 

5 
 

En relación con este precepto debe traerse a colación el artículo 193.1 
de la LCSP, que dispone que “El contratista está obligado a cumplir el contrato 
dentro del plazo total fijado para la realización del mismo, así como de los 
plazos parciales señalados para su ejecución sucesiva”. El apartado 3 del 
mismo artículo faculta a la Administración para optar entre la resolución del 
contrato o la imposición de penalidades diarias en la proporción de 0,60 
euros por cada 1.000 euros del precio del contrato (IVA excluido), “Cuando 
el contratista, por causas imputables al mismo, hubiere incurrido en demora 
respecto al incumplimiento del plazo total”. A su vez, el apartado 4 del 
precepto determina que “Cada vez que las penalidades por demora alcancen 
un múltiplo del 5 por 100 del precio del contrato, IVA excluido, el órgano de 
contratación estará facultado para proceder a la resolución del mismo o 
acordar la continuidad de su ejecución con imposición de nuevas penalidades”. 

 
Según reiterada jurisprudencia “el contrato de obras es típicamente un 

contrato de resultado. De ahí que tanto la Ley como el Reglamento, al 
desarrollar la ejecución de este contrato, hagan hincapié en los preceptos 
mencionados para resaltar la obligación del contratista de cumplir tanto los 
plazos parciales fijados para la ejecución sucesiva, como el general o final 
para su total realización. Ítem más, para la constitución en mora del 
contratista no se requiere interpelación o intimación previa por parte de la 
Administración; hasta tal punto que una racional presunción de incumplimiento 
del plazo final, deducido de la conducta del contratista en el desarrollo de la 
obra permite a la Administración optar por la resolución del contrato” (entre 
otras, sentencias del Tribunal Supremo de 20 de marzo de 1989, 14 de julio 
de 1986, y 12 de marzo de 1992). 

 
Así las cosas, conviene analizar el iter que ha seguido la ejecución del 

contrato con el objeto de dilucidar si concurre la causa de resolución 
contractual que invoca la Administración. 
 
 En este sentido, el informe emitido por los directores de las obras el 
25 de noviembre de 2024 detalla las actuaciones seguidas en el contrato: 
 

“El proyecto de `Remodelación de la zona este del Hospital 
Veterinario de la Universidad de xxx1´ fue visado el 18 de junio de 2023 en 
el colegio de Ingenieros Agrónomos y las obras dieron comienzo el 5 de 
octubre de 2023. Desde ese día se programaba con el encargado de obra 
una visita a la obra cada semana.  
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»La obra tenía prevista una duración de 3 meses y era muy 
importante cumplir con ese plazo, porque el edificio iba a recibir una visita de 
los miembros de la Comisión Europea de Revisión, prevista para marzo de 
2024 y así se planteó desde el principio. 

 
»La obra tiene la dificultad añadida de que debía ejecutarse al 

tiempo que continuaba el funcionamiento del centro como hospital veterinario, 
por lo que obligaba a la coordinación con los responsables del funcionamiento 
del mismo. qqqq realizó un buen trabajo en este sentido.  

 
»Las obras en el exterior del centro avanzaron a buen ritmo, 

mientras que las que se refieren a la retirada de la resina existente de paredes 
y suelos plantearon problemas. Su dureza implicó probar varios sistemas y 
herramientas mecánicas. Una inspección de trabajo paralizó las obras hasta 
que un laboratorio analizase el polvo que se producía, ante el riesgo de 
causar silicosis. Una vez analizado, qqqq consiguió para sus trabajadores los 
pertinentes equipos de respiración mecánica. Estos acontecimientos 
supusieron un retraso de la obra de dos o tres semanas. 

 
»Por todo ello, qqqq solicitó una primera prórroga de 1 MES, a 

la que la dirección de obra dio el visto bueno, el día 1 de diciembre de 2023. 
Las obras que tenían previsto terminar el 5 de enero, pasarían a terminar el 
5 de febrero de 2024.  

 
»En enero, qqqq solicita una segunda prórroga de 24 días, a la 

que, nuevamente, la dirección de obra da la conformidad el día 29 de enero. 
Las obras pasarían a terminar el 29 de febrero de 2024, que era la fecha 
límite para la vista de los miembros de la Comisión Europea de Revisión.  

 
»Estas prórrogas estuvieron justificadas ya que, desde el mes 

de diciembre se solicitaron por parte de la Universidad cambios sustanciales 
en la distribución del proyecto. El centro de investigación cerdos pasaría de 
estar en una sala (antiguo henil) a un espacio de mayor tamaño (anterior 
post-operatorio equino) y a esa sala (antiguo henil), se pasaría el post-
operatorio equino. Esto suponía un aumento en el alcance del proyecto.  

 
»Y no fue el único cambio, ya que también se solicitó renovar la 

resina del pasillo (y estancias próximas) que comunica el hall principal con la 
entrada de “pequeños animales”, lo mismo en el pasillo (y estancias próximas) 
a la sala de curas existente.  
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»También se propusieron otras necesidades: Instalación de una 
rampa exterior, el pintado de todos los radiadores, instalación de `potreras´ 
para neonatos, colocación de esquineras de protección y otras. 

 
 »A causa de todos estos cambios, como dirección de obra se 

notifica a la Universidad la necesidad de presentar un modificado al proyecto 
que recogiese todos estos cambios el día 9 de febrero de 2024 (…). 

 
»El proyecto modificado n.º 1 del proyecto, motivado por 

cambios y aumento del alcance del mismo, estuvo terminado el 21 de febrero 
de 2024 y tras su aprobación por la Universidad, la fecha prevista de 
finalización de las obras era el 29 de abril de 2024. 

 
»Las obras se reanudan a finales de marzo de 2024, centrándose 

en el área que quedaba sin hacer, la `investigación con cerdos´, en la que 
tienen mucho protagonismo las instalaciones.  

 
»qqqq realiza la demolición y la nueva distribución de los 

tabiques, pero el ritmo de trabajo no tiene comparación con la fase anterior. 
Mientras en la primera era capaz de coordinar el trabajo en varios tajos, 
ahora emplea a dos trabajadores únicamente en trabajos de albañilería e 
insonorización.  

 
»La Universidad plantea un nuevo cambio, si bien este es 

pequeño y de similar alcance y entidad, concretamente en la actuación A.  
 
»La mayor parte de las partidas que no se han ejecutado se 

corresponden con las instalaciones de ventilación, evacuación de aguas y 
climatización de la zona de investigación con cerdos. También hay parte de 
trabajo que afecta a la resina, pero tampoco este se estaba comenzando.  

 
»En abril qqqq solicitó una tercera prórroga de 1 mes para la 

finalización, que, de nuevo, esta dirección técnica volvió a validar, el día 29 
de abril de 2024. Los motivos que se alegaban no eran distintos a los ya 
mencionados y a las vacaciones de Semana Santa, por lo que la fecha 
prevista de finalización de las obras pasó a ser el 29 mayo de 2024. 

 
»Se sigue constatando que el ritmo de trabajo de la contrata no 

es el adecuado, por lo que se solicita a dicha empresa que presente una 
planificación de los trabajos, que qqqq presenta el día 3 de mayo de 2024. 
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»En dicha planificación se programan las actuaciones que 
restaban por ejecutar en los siguientes 15 días. Eso supone un 29 % del 
presupuesto de la obra y, dado el ritmo que se viene llevando en los 
anteriores 3 meses, en los que solo se ha certificado un 20 % de la obra, 
sumado a un ritmo de trabajo cada vez más bajo, no parece creíble el plan 
propuesto. 

 
»A petición de la Universidad, el 16 de mayo de 2024, se 

redactó un informe técnico sobre la “evolución de las obras” en el que se 
estimó como improbable que se pudieran finalizar las obras en la fecha de 
terminación prevista, y sin que se pudiera vislumbrar una fecha de finalización, 
que en el mejor de los casos podrían durar varias semanas.  

 
»Esta dirección técnica tuvo conocimiento de que las obras se 

paralizaban por un correo electrónico enviado por el jefe de obra el día 17 de 
junio de 2024 (…)”. 

 
 Por consiguiente, la prueba que obra en el expediente acredita que, 
tras varias prórrogas acordadas entre las partes y un modificado del contrato, 
la fecha en la que debían ejecutarse las obras era el 29 de mayo de 2024. 
Sin embargo, en la citada fecha la contratista no había ejecutado la totalidad 
de las mismas. En este sentido, el informe emitido por los directores de las 
obras el 16 de mayo de 2024 constata lo siguiente: 
 

“Que una vez analizada la planificación de obra presentada por 
la constructora qqqq, recibida en fecha 3 de mayo de 2024, en la que se 
programan las actuaciones que restan para finalización de la misma en la 
fecha 29 de mayo de 2024, se constata que resta por ejecutar un 29% de la 
obra en los próximos 15 días. 
 
  »Que, debido a la falta de personal y medios destinados en los 
tajos de la obra, sólo se ha certificado un 20% en los últimos tres meses, 
apreciándose una ralentización gradual.  
 

 »En las visitas de obra realizadas en los meses de abril y mayo 
se ha podido constatar que se han centrado en los trabajos de albañilería e 
insonorización de la zona de investigación con cerdos, para lo que hay 
empleados dos albañiles, por lo que el ritmo de avance es muy lento.  
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 »La mayor parte de las partidas que restan se corresponden 
con las instalaciones de ventilación, evacuación de aguas y climatización de 
la zona de investigación con cerdos”. 

 
El expresado informe concluye que, “A tenor de lo anteriormente 

expuesto, se considera como improbable que se puedan finalizar las obras en 
la fecha de terminación prevista, sin que se pueda vislumbrar una fecha de 
finalización, que en el mejor de los casos podría durar varias semanas”. 
 

A mayor abundamiento, también resulta probado que la contratista 
paralizó las obras de forma unilateral. Circunstancia de la que tuvo 
conocimiento la dirección de obra por correo electrónico remitido el 17 de 
junio de 2024. 

 
Los argumentos expuestos por la contratista en su escrito de 

oposición a la resolución no enervan la realidad del incumplimiento. En 
concreto, la contratista alega que impugnó en vía judicial un primer acuerdo 
de resolución de este contrato de 5 de junio de 2024 que motivó la 
paralización de las obras, señala que los retrasos de las obras son imputables 
a la universidad; argumenta que no ha recibido requerimiento alguno por 
parte de la Universidad para finalizar las obras y afirma la existencia de 
facturas pendientes de cobro. 
 
 1. Por lo que se refiere a la interposición de un recurso contencioso 
administrativo contra la resolución del rector de 5 de junio de 2024 por la 
que se acordaba la resolución del contrato. 
 
 En el expediente remitido resulta acreditado, tras el requerimiento de 
este Consejo, la existencia de una resolución previa del rector de la 
Universidad de León, de 5 de junio de 2024, por la que se acordaba resolver 
el contrato que nos ocupa.  
 
 La contratista señala en su escrito de alegaciones que interpuso recurso 
contencioso-administrativo contra la misma que se está siguiendo en el 
Juzgado de lo Contencioso-administrativo n.º 2 de xxx2 (procedimiento 
ordinario 124/2024). Por consiguiente, alega la existencia de litispendencia.  
 
 Por otro lado, en la documentación complementaria remitida a este 
Consejo el 14 de marzo de 2025 consta la existencia del Auto n.º 7/2025, de 
3 de febrero de 2025, del Juzgado de lo Contencioso-administrativo n.º 2 de 
xxx2, dictado en el seno del procedimiento ordinario 124/2024, por el que se 
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acuerda “declarar terminado el presente procedimiento ordenando su archivo, 
sin que proceda efectuar pronunciamiento sobre las costas procesales 
causadas”.  
 

En el fundamento de hecho primero del expresado auto se establece 
que “La demandada alega que el acto recurrido ha sido anulado por 
Resolución de la Rectora de la Universidad de xxx1 de 2 de julio de 2024, 
posterior a la interposición del recurso, y la actora no lo ha ampliado frente a 
esta última resolución. Por tanto, se ha producido una carencia sobrevenida 
del objeto del recurso, lo cual se justifica documentalmente, sin que por la 
parte actora se haya efectuado alegación alguna. Por lo que, de conformidad 
con el artículo 22 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, procede acordar, como 
interesa la demandada, la terminación del procedimiento y el archivo de 
estas actuaciones”. 

 
En consecuencia, resulta acreditado que, tras la resolución de 5 de 

junio de 2025 por la que se resolvía el contrato, la universidad revocó esta 
resolución el 2 de julio de 2024 por no reunir los requisitos legalmente 
establecidos.  

 
La contratista no recurrió esta resolución revocatoria en vía 

administrativa ni solicitó la ampliación de la demanda en vía judicial. Por ello, 
se acordó por auto declarar terminado el procedimiento judicial por carencia 
sobrevenida del objeto del recurso sin que conste impugnación por parte de 
la contratista.  

 
Los razonamientos expuestos suponen que esta alegación debe ser 

desestimada.  
 
A mayor abundamiento, la contratista señala que, consecuencia de la 

resolución del contrato notificada el 14 de junio de 2024 paralizó las obras. 
Así, manifiesta que la citada notificación “provocó la paralización de las obras 
y retirada del personal a cargo de esta empresa, con el consiguiente perjuicio 
a esta parte (…)”. Sin embargo, lo cierto es que, notificada a la contratista la 
resolución revocatoria de la resolución del contrato el 2 de julio de 2024, no 
interpuso recurso alguno contra la misma ni reanudó las obras, es decir, en 
la actualidad la obra sigue parada. 
 
 2. En cuanto a la inexistencia de causa de resolución del contrato. 
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 La contratista alega que “no existe la causa de resolución contractual 
imputada a esta parte de demora en la finalización de las obras por causa 
imputable al contratista, sino que al contrario las demoras o retrasos son 
imputables a la Universidad de xxx1”.  
 
 En este punto, es cierto que el contrato ha sido objeto de numerosas 
ampliaciones del plazo de ejecución (prórrogas) por causas imputables tanto 
a la contratista como a la universidad. Ahora bien, consta en el expediente 
que se acordó entre las partes una tercera prórroga en la que se fijaba como 
fecha máxima para la ejecución de las obras el 29 de mayo de 2024. Así, 
resulta probado que la contratista solicita expresamente una prórroga del 
contrato el 25 de abril de 2024. En el citado documento se señalan las 
causas que motivan la ampliación del plazo de ejecución y se establece como 
duración de la prórroga hasta “el 29 de mayo de 2024” (página 612 del 
expediente). Esta solicitud, previo informe favorable de conformidad de los 
directores de obra (página 613), es aceptada por la Universidad fijándose 
“una ampliación del plazo de ejecución hasta el 29 de mayo” (página 614). 
 
 Por consiguiente, la contratista había asumido el compromiso de 
ejecutar la obra hasta el 29 de mayo de 2024. No obstante, los informes 
técnicos de los directores de obras emitidos el 16 de mayo y 25 de noviembre 
de 2024, a los que ya nos hemos referido, señalan que es improbable que se 
puedan finalizar las obras en la fecha de terminación prevista y afirman que 
en el mejor de los casos podrían durar varias semanas. Asimismo, los citados 
informes reconocen que el retraso de las obras es imputable a la contratista 
por las causas detalladas. Por su parte, la contratista no aporta informe 
pericial o prueba alguna que desvirtúe el contenido de los expresados 
informes técnicos y acredite que la responsabilidad en la demora, más allá de 
la fecha pactada, corresponde a la Universidad. 
 
 A mayor abundamiento, la contratista en su escrito de oposición de 19 
de julio de 2024 reconoce que la obra no se encuentra ejecutada y se 
compromete a finalizar la misma en un plazo de 6 semanas. En este sentido, 
afirma que “las obras podrían comenzar el 19 de agosto y estar finalizadas el 
27 de septiembre”. No obstante, en los términos que ya se ha expuesto, en 
julio de 2024 decidió paralizar las obras.  
 
 En consecuencia, el relato de los hechos avala el incumplimiento de la 
ejecución de las obras en el plazo pactado en la tercera prórroga del contrato 
por causa imputable a la contratista. Además, desvirtúa la indefensión 
alegada por la contratista en lo que se refiere a la falta de requerimientos de 
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la universidad para finalizar la obra. La resolución del rector por la que se 
aceptaba la prórroga requerida por la contratista fijaba expresamente el 
plazo de ejecución de las obras hasta el 29 de mayo de 2024. Por tanto, 
ninguna indefensión se le ha causado. 
 
 3. Por último, la contratista alega que la universidad no ha abonado 
las facturas detalladas en su escrito. Sin embargo, la propuesta de resolución 
sostiene que “se han abonado todas las facturas presentadas y que incluso 
ha de regularizarse el pago en exceso realizado por esta Universidad”. La 
contratista no presenta prueba que pruebe lo contrario. 
 

De acuerdo con las consideraciones anteriores, una vez transcurrido el 
término previsto en la tercera prórroga del contrato para su realización, el 
contrato estaría incurso en la invocada causa de resolución puesto que, 
como señaló el Consejo de Estado en su Dictamen 912/1997, de 27 de 
febrero, “(…) el simple vencimiento de los plazos sin que la prestación del 
contratista esté realizada implica ipso iure la calificación de incumplimiento, 
pues el contrato administrativo tiene como elemento característico ser un 
negocio a plazo fijo, en el que el tiempo constituye una condición esencial”.  

 
Sobre esta causa resolutoria existe una reiterada doctrina jurisprudencial 

(entre otras, sentencia del Tribunal Supremo de 10 de marzo de 1999) y del 
Consejo de Estado, en el sentido de que no basta cualquier incumplimiento 
contractual para que se produzca el efecto resolutivo, sino que ha de 
traducirse en una valoración del incumplimiento grave y de naturaleza 
sustancial del contrato, al ser la resolución la consecuencia más grave que 
puede derivarse de esta circunstancia. 

 
En este caso, la propuesta de resolución, en base a los informes 

técnicos, considera el incumplimiento del contratista como culpable, ya que 
no se trata de un “simple retraso”, sino de un incumplimiento a él imputable 
por su pasividad culposa o negligente. Conviene recordar que el contratista 
decidió abandonar de forma unilateral las obras el 17 de julio de 2024 sin 
que se hayan retomado las mismas. Y ello, pese a que la fecha de ejecución 
pactada en la última de las prórrogas era el 29 de mayo de 2024, esto es, 
hace 10 meses.  

 
En otro orden de cosas, en este supuesto, hay que tener en cuenta 

que el contrato en que se formaliza la adjudicación señala en su cláusula 
quinta que “Serán causas de resolución del contrato las previstas en la 
cláusula 16 del PCAP”. Por su parte, la cláusula 16.1 del PCAP considera que 
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“el contrato se entenderá cumplido por el contratista cuando se dé la 
recepción de las obras de conformidad con lo establecido en el presente 
pliego y el PPT, y dichas obras hayan sido recibidas de conformidad por 
parte de la Universidad, si que se haya formulado queja ninguna, (…)”. 
Además, la cláusula 12.2 del PCAP establece que “El adjudicatario queda 
obligado a ejecutar las obras dentro del plazo total fijado para su realización, 
así como de los plazos parciales señalados para su ejecución sucesiva. Si 
llegado el término del plazo total citado, el contratista hubiera incurrido en 
demora por causas imputables al mismo, la Universidad podrá optar por la 
resolución del contrato o por la imposición de penalidades económicas (…)”. 

 
Ello permite la resolución automática del contrato al amparo del artículo 

211.1.f) de la LCSP, que contempla como causa para ello “El incumplimiento 
de la obligación principal del contrato. 

 
»Serán, asimismo causas de resolución del contrato, el 

incumplimiento de las restantes obligaciones esenciales siempre que estas 
últimas hubiesen sido calificadas como tales en los pliegos o en el 
correspondiente documento descriptivo, cuando concurran los dos requisitos 
siguientes: 

 
»1º Que las mismas respeten los límites que el apartado 

1 del artículo 34 establece para la libertad de pactos. 
 
»2º Que figuren enumeradas de manera precisa, clara e 

inequívoca en los pliegos o en el documento descriptivo, no siendo admisibles 
cláusulas de tipo general”. 

 
Como indicó este Consejo Consultivo en el Dictamen 533/2012, de 22 

de noviembre, con cita del Informe 12/2011, de 12 de septiembre, de la 
Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma 
de Aragón, “la resolución por incumplimiento de obligaciones esenciales, 
calificadas como tales en los pliegos o el contrato, podría ser apreciada de 
forma automática, en tanto que en resoluciones por incumplimientos graves 
del contratista, corresponde a la Administración, motivando su decisión, 
identificar y calificar dichos incumplimientos”. (En el mismo sentido, 
Dictamen del Consejo Consultivo de la Comunidad de Madrid n.º 631/2011, 
de 16 de noviembre)”. 
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En definitiva, a la vista de las consideraciones expuestas, cabe concluir 
que resulta procedente la resolución del contrato al amparo del artículo 
211.1, letras d) y f) de la LCSP. 

 
4ª.- Con carácter general, el incumplimiento culpable del contratista 

provoca, como efecto de la resolución, la incautación de la garantía 
constituida, en los términos previstos en el artículo 110.d) de la LCSP, y la 
indemnización de los daños y perjuicios que hayan podido ocasionarse a la 
Administración contratante por la actuación del contratista, en lo que exceda 
de dicha garantía, de conformidad con el artículo 213.3 de la LCSP. Todo ello 
sin perjuicio de la liquidación de la obra ejecutada que proceda conforme al 
artículo 246.1 de la LCSP: “La resolución del contrato dará lugar a la 
comprobación, medición y liquidación de las obras realizadas con arreglo al 
proyecto, fijando los saldos pertinentes a favor o en contra del contratista 
(…)”. 

 
El mencionado artículo 213.3 de la LCSP ha de ponerse en relación 

con el 113 del RGLCAP, que dispone que “En los casos de resolución por 
incumplimiento culpable del contratista, la determinación de los daños y 
perjuicios que deba indemnizar éste se llevará a cabo por el órgano de 
contratación en decisión motivada previa audiencia del mismo, atendiendo, 
entre otros factores, al retraso que implique para la inversión proyectada y a 
los mayores gastos que ocasione a la Administración”.  

 
Para su fijación, si procede, deberá tenerse en cuenta la jurisprudencia 

del Tribunal Supremo, que ya en Sentencia de 9 de diciembre de 1980 
declaró que “(…) debiendo tenerse presente en esta materia de indemnización 
de daños y perjuicios la constante jurisprudencia que exige al que pretende 
hacer efectivo tal derecho que acredite la existencia real y efectiva de los 
daños, pues sólo podrán ser tomados en consideración aquellos perjuicios 
efectivos sufridos que estén suficientemente demostrados por cálculos 
obtenidos de datos fundados en valores reales y no meramente hipotéticos 
de resultados posibles pero no seguros”. 

 
En atención a las circunstancias que puedan afectar a la financiación 

del contrato, cabe citar finalmente, el Dictamen del Consejo de Estado 
1.450/2003, de 26 de junio, según el cual “Para la concreta determinación de 
los daños y perjuicios, sin embargo, deberá incoarse un expediente 
contradictorio con audiencia al contratista a fin de que se individualicen los 
daños sufridos por el Ayuntamiento con cuantificación de los correspondientes 
perjuicios, incluyendo como partidas computables las subvenciones que la 
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Entidad Local Menor haya podido perder como consecuencia de los retrasos 
imputables al contratista en la ejecución de las obras”. 
 

 
III 

CONCLUSIONES 
 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede resolver el contrato de las obras de remodelación de la zona 

este del Hospital Veterinario de la Universidad de xxx1, suscrito entre dicha 
universidad y qqqq, S.A. 
 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


